
Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Segunda) de 14 de junio de 2017 (petición de decisión 
prejudicial planteada por el Landesverwaltungsgericht Oberösterreich — Austria) — Online Games 

Handels GmbH y otros/Landespolizeidirektion Oberösterreich

(Asunto C-685/15) (1)

(Procedimiento prejudicial — Artículo 49 TFUE — Libertad de establecimiento — Artículo 56 TFUE — 
Libre prestación de servicios — Juegos de azar — Normativa restrictiva de un Estado miembro — 

Sanciones administrativas de carácter penal — Razones imperiosas de interés general — 
Proporcionalidad — Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea — Artículo 47 — Derecho 
a la tutela judicial efectiva — Normativa nacional que impone al juez la obligación de instruir de oficio los 
elementos de los que conoce en el marco del enjuiciamiento de las infracciones administrativas de carácter 

penal — Conformidad)

(2017/C 277/12)

Lengua de procedimiento: alemán

Órgano jurisdiccional remitente

Landesverwaltungsgericht Oberösterreich

Partes en el procedimiento principal

Demandantes: Online Games Handels GmbH, Frank Breuer, Nicole Enter, Astrid Walden

Demandada: Landespolizeidirektion Oberösterreich

Fallo

Los artículos 49 TFUE y 56 TFUE, tal como se interpretan concretamente en la sentencia de 30 de abril de 2014, Pfleger y otros 
(C-390/12, EU:C:2014:281), leídos a la luz del artículo 47 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, deben 
interpretarse en el sentido de que no se oponen a un régimen procesal nacional con arreglo al cual, en el marco de los procedimientos 
administrativos sancionadores, el órgano jurisdiccional que ha de pronunciarse sobre la conformidad con el Derecho de la Unión de una 
normativa que restringe el ejercicio de una libertad fundamental de la Unión Europea, como la libertad de establecimiento o la libre 
prestación de servicios en el interior de la Unión Europea, está obligado a instruir de oficio los elementos del asunto de que conoce al 
examinar la existencia de infracciones administrativas, siempre que tal régimen no tenga como consecuencia que ese órgano jurisdiccional 
se vea obligado a actuar en lugar de las autoridades competentes del Estado miembro de que se trate, a las que corresponde aportar los 
elementos de prueba necesarios para permitir a dicho órgano jurisdiccional controlar si tal restricción está justificada. 

(1) DO C 118 de 4.4.2016.

Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Primera) de 21 de junio de 2017 (petición de decisión 
prejudicial planteada por el Amtsgericht Kehl — Alemania) — Proceso penal contra A

(Asunto C-9/16) (1)

[«Procedimiento prejudicial — Espacio de libertad, seguridad y justicia — Reglamento (CE) n.o 562/ 
2006 — Código comunitario de normas para el cruce de personas por las fronteras (Código de fronteras 
Schengen) — Artículos 20 y 21 — Cruce de las fronteras interiores — Inspecciones dentro del territorio — 
Normativa nacional que autoriza la realización de controles para identificar a las personas interceptadas en 
una zona de 30 kilómetros desde la frontera común con otros Estados parte en el Convenio de aplicación del 

Acuerdo de Schengen — Posibilidad de realizar el control con independencia del comportamiento de la 
persona de que se trate o de la existencia de circunstancias específicas — Normativa nacional que permite 

determinadas medidas de control de personas en el recinto de las estaciones ferroviarias»]

(2017/C 277/13)

Lengua de procedimiento: alemán

Órgano jurisdiccional remitente

Amtsgericht Kehl
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Parte en el proceso principal

A

con intervención de: Staatsanwaltschaft Offenburg

Fallo

1) El artículo 67 TFUE, apartado 2, y los artículos 20 y 21 del Reglamento (CE) n.o 562/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 15 de marzo de 2006, por el que se establece un Código comunitario de normas para el cruce de personas por las fronteras 
(Código de fronteras Schengen), en su versión modificada por el Reglamento (UE) n.o 610/2013 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 26 de junio de 2013, deben interpretarse en el sentido de que se oponen a una normativa nacional, como la controvertida 
en el litigio principal, que confiere a los servicios de policía del Estado miembro de que se trata competencia para controlar la 
identidad de cualquier persona, en una zona de 30 kilómetros a partir de la frontera terrestre de ese Estado miembro con otros Estados 
miembros parte del Convenio de aplicación del Acuerdo de Schengen, de 14 de junio de 1985, entre los Gobiernos de los Estados de 
la Unión Económica Benelux, de la República Federal de Alemania y de la República Francesa relativo a la supresión gradual de los 
controles en las fronteras comunes, firmado en Schengen (Luxemburgo) el 19 de junio de 1990, con el fin de prevenir o poner fin a la 
entrada o residencia ilegales en el territorio de dicho Estado miembro o de prevenir determinados delitos contra la seguridad de las 
fronteras, con independencia del comportamiento de la persona de que se trate y de la existencia de circunstancias particulares, salvo 
que tal normativa establezca la necesaria delimitación de esta competencia que garantice que el ejercicio en la práctica de ésta no pueda 
tener un efecto equivalente al de las inspecciones fronterizas, extremo que corresponde comprobar al órgano jurisdiccional remitente.

2) El artículo 67 TFUE, apartado 2, y los artículos 20 y 21 del Reglamento n.o 562/2006, en su versión modificada por el 
Reglamento n.o 610/2013, deben interpretarse en el sentido de que no se oponen a una normativa nacional, como la controvertida 
en el litigio principal, que permite que los servicios de policía del Estado miembro de que se trata efectúen, a bordo de los trenes o en el 
recinto de las instalaciones ferroviarias de ese Estado miembro, controles de identidad de cualquier persona o de los documentos que 
permiten cruzar la frontera, y puedan dar el alto e interrogar a cualquier persona a tal fin, cuando esos controles se basan en el 
conocimiento de la situación o en la experiencia de la policía fronteriza, siempre que el ejercicio de tales controles quede sujeto en el 
Derecho nacional a precisiones y limitaciones que determinen la intensidad, la frecuencia y el carácter selectivo de tales controles, 
extremo que incumbe comprobar al órgano jurisdiccional remitente.

(1) DO C 136 de 18.4.2016.

Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Octava) de 15 de junio de 2017 — Al-Bashir Mohammed Al- 
Faqih, Ghunia Abdrabbah, Taher Nasuf, Sanabel Relief Agency Ltd/Comisión Europea, Consejo de la 

Unión Europea

(Asunto C-19/16 P) (1)

(Recurso de casación — Política exterior y de seguridad común (PESC) — Lucha contra el terrorismo — 
Medidas restrictivas específicas contra determinadas personas y entidades asociadas con Usamah bin 

Ladin, la red Al-Qaida y los talibanes — Reglamento (CE) n.o 881/2002 — Congelación de capitales y 
otros recursos financieros de personas físicas y jurídicas incluidas en una lista elaborada por el Comité de 
Sanciones de las Naciones Unidas — Nueva inclusión de los nombres de dichas personas en la lista que 
figura en el anexo I del Reglamento n.o 881/2002 tras la anulación de la inclusión inicial — Desaparición 

de la persona jurídica durante el procedimiento — Capacidad procesal)

(2017/C 277/14)

Lengua de procedimiento: inglés

Partes

Recurrentes: Al-Bashir Mohammed Al-Faqih, Ghunia Abdrabbah, Taher Nasuf, Sanabel Relief Agency Ltd (representantes: 
N. García-Lora, Solicitor, y E. Grieves, Barrister)

Otras partes en el procedimiento: Comisión Europea (representantes: F. Ronkes Agerbeek, D. Gauci y J. Norris-Usher, agentes), 
Consejo de la Unión Europea (representantes: G. Étienne, J.-P. Hix y H. Marcos Fraile, agentes)

Fallo

1) Desestimar el recurso de casación.

21.8.2017 ES Diario Oficial de la Unión Europea C 277/11


